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APELACIÓN 
procedente del 

Tribunal de Primera  
Instancia, Sala 
Superior de San 

Juan 
 

Civil. Núm.  
 
K CD2015-1544  

 
(903) 

 
Sobre:  COBRO DE 
DINERO 

 

Panel integrado por su presidenta, la Juez García García, el Juez 
Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de agosto de 2016. 

 Comparecen el señor Jaime del Valle Cruz, la señora Aida 

Torres Estasen y la Sociedad de Gananciales Compuesta por 

ambos mediante un recurso de apelación en el que solicitan que 

revoquemos una sentencia emitida en rebeldía por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan, el 3 de marzo de 2016 y 

notificada ese mismo día. En síntesis, los apelantes alegan que la 

sentencia apelada no contiene determinaciones de hechos 

relacionados a sus personas y que carece de evidencia que la 

sustente. Específicamente, entienden que el Tribunal erró al dictar 

sentencia en rebeldía sin celebrar una vista a fines de determinar 

la cuantía adeudada. 
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 Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

revocamos la sentencia apelada.  

I 

 La controversia que requiere nuestra atención tuvo su origen 

el 15 de julio de 2015, con la demanda en cobro de dinero que 

Scotiabank presentó contra United Surety Co., Jaguar de Puerto 

Rico, Inc., Euroboutique, Inc., Jadelva Jaguar LTD, Jaime I. Del 

Valle Cruz y Aida Torres, entre otros codemandados. En aquel 

entonces, Scotiabank reclamó que los codemandados le adeudaban 

ciertas sumas de dinero que tuvo que pagar por concepto de 

arbitrios sobre ciertos automóviles.  

 Como parte de las alegaciones, Scotiabank relató que el 23 

de diciembre de 2013, Jadelva de PR y Jaguar de Puerto Rico 

cerraron sus operaciones sin satisfacer cierta deuda al 

Departamento de Hacienda por concepto de arbitrios de varios 

vehículos de motor que vendieron y que Scotiabank adquirió 

posteriormente. También aseguró que debido al incumplimiento de 

los codemandados, el Departamento de Hacienda rehusó renovar 

las licencias de los referidos vehículos de motor, por lo que fue 

necesario emitir dos cheques y saldar la deuda ascendente a 

$74,213.03. 

 Aparte de lo anterior, Scotiabank aseguró que United Surety, 

aseguradora de Jadelva y Jaguar, tenía conocimiento de lo 

adeudado por su fiado debido a que el Departamento de Hacienda 

le envió una carta en junio de 2014. Así, también le reclamó que 

cumpliera  con sus obligaciones como garantizadora y satisficiera 

la deuda.  

 Luego de varios trámites procesales, Scotiabank notificó que 

había diligenciado los emplazamientos de los codemandados y que 

ante la falta de comparecencia de estos, procedía la anotación de 

rebeldía. Así, el 21 de octubre de 2015 el Tribunal dictó una orden 
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en la que anotó la rebeldía a la señora Torres, al señor Del Valle y 

a las corporaciones Jaguar y Jadelva.  

 Así las cosas, el 17 de diciembre de 2015 United Surety y 

Scotiabank presentaron una moción conjunta en la que 

informaron que habían suscrito un acuerdo transaccional en 

virtud del cual el primero de estos pagaría al segundo una suma de 

$60,000.00. A petición de las partes, el 29 de diciembre de 2015 el 

Tribunal dictó una orden en la cual acogió la estipulación y dictó 

sentencia parcial para relevar a United Surety de las reclamaciones 

de la demanda. Además, instó a Scotiabank a “presentar una 

declaración jurada actualizada (tomando en consideración el pago 

de $60,000.00 realizado por United Surety) y [a] solicitar lo que 

proceda en cuanto a los demás codemandados”.1 

 En cumplimiento con la orden del Tribunal, el 2 de febrero 

de 2016, Scotiabank presentó una declaración jurada del 

vicepresidente del Departamento de Financiamiento de Autos de su 

institución bancaria, señor Willie Bidot. Con esa declaración, el 3 

de marzo de 2016 el Tribunal dictó la sentencia final apelada. 

Determinó el foro primario que tanto las corporaciones Jaguar de 

Puerto Rico, Euroboutique Inc. y Jadelva Jaguar de Puerto Rico, 

como el señor Del Valle y la señora Torres, fueron emplazados 

correctamente. Así, debido a que para esa fecha no habían 

contestado la demanda, resolvió en rebeldía conforme los permite 

la Regla 45.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 45.1. 

Específicamente, resolvió que conforme a la prueba presentada, los 

codemandados tenían la responsabilidad solidaria de pagar a 

Scotiabank la suma de $14,217.03, más los intereses legales al 

4.25% anual desde la fecha de la sentencia y $750.00 de 

honorarios de abogado.  

                                                 
1
 Orden de 29 de diciembre de 2015, a la pág. 38 del Apéndice de Escrito de Apelación. 
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 El 9 de marzo de 2016, el señor Del Valle y la señora Torres 

presentaron una solicitud para que el Tribunal reconsiderara la 

sentencia y formulara hechos adicionales, pero la misma fue 

denegada mediante una orden de 4 de mayo de 2016.  Inconforme 

con tal determinación, los apelantes presentaron el recurso ante 

nuestra consideración e imputan al foro primario la comisión de 

dos errores: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no realizar 

determinaciones de hechos con relación a los apelantes.  
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al adjudicar el 
presente caso en violación a preceptos constitucionales.  
 

II 
 

Dispone la Regla 45.1 de Procedimiento Civil que cuando 

una parte contra la cual se solicite una sentencia haya dejado de 

presentar alegaciones o de defenderse, el secretario del Tribunal 

podrá anotar la rebeldía, ya sea a iniciativa propia o a petición de 

parte. También dispone que “[d]icha anotación tendrá el efecto de 

que se den por admitidas las aseveraciones de las alegaciones 

afirmativas”. 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 45.1. Así, y como surge de la 

Regla 45.1, la rebeldía puede operar cuando el demandado no 

comparece a contestar la demanda o a defenderse y cuando 

incumple algún mandato del Tribunal, lo que motiva la anotación 

como sanción. En este caso, el foro primario anotó la rebeldía 

debido a que los codemandados no contestaron la demanda.   

 Los efectos de la anotación de rebeldía no deben entenderse 

como una ventaja para quien obtiene una sentencia favorable sin 

una vista en sus méritos, pues tal remedio es más bien una norma 

dirigida a salvaguardar la buena administración de los Tribunales 

y a evitar que los pleitos se paralicen por la falta de diligencia de 

una parte. J.R.T. v. Missy Mfg. Corp., 99 D.P.R. 805, 811 (1971); 

Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 D.P.R. 809, 815 (1978). 

Por tal razón, el Máximo Foro ha pronunciado que constituye “un 
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remedio coercitivo contra una parte adversaria la cual, 

habiéndosele concedido la oportunidad de refutar la reclamación, 

por su pasividad o temeridad opta por no defenderse”. Álamo v. 

Supermercado Grande, Inc. 158 D.P.R. 93,100-101 (2002), que cita 

a J.A. Cuevas Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, San 

Juan, Pubs. J.T.S., 2000, T. II, pág. 750. 

 Como norma general, la anotación de rebeldía acarrea que se 

estimen aceptadas las materias bien alegadas en la reclamación. 

Álamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 D.P.R., a la pág. 101. 

Claro está, lo anterior no significa que se admitirán todos los 

hechos y todos los remedios reclamados sin más consideración, 

pues más adelante, dispone la Regla 45.2 que si se requiere fijar el 

estado de una cuenta, auscultar el importe de los daños o 

comprobar la veracidad de una aseveración, el Tribunal deberá 

celebrar las vistas que sean necesarias antes de dictar la sentencia 

en rebeldía.  32 L.P.R.A. Ap. V, R. 45.2. 

III 
 

 En el primer señalamiento de error,  los apelantes alegan 

que el Tribunal de Primera Instancia erró al no formular 

determinaciones de hechos sobre cada uno de los codemandados. 

En apoyo a su contención, recalcan que la situación de derecho de 

cada uno es distinta a la que motivó la sentencia  por estipulación 

que liberó a United Surety. Dicho de otro modo, entienden que el 

Tribunal debió formular determinaciones de hechos y fijar 

responsabilidades, según la relación de cada cual con los hechos 

que motivaron la causa de acción.  

 Relacionado a lo anterior, los apelantes exponen en el 

segundo error que el Tribunal de Primera Instancia violó su 

derecho al debido proceso de ley al dictar sentencia e imponerles 

responsabilidad sin la celebración de una vista evidenciaria en la 

que Scotiabank mostrara evidencia sobre las cuantías reclamadas. 
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Además, argumentan que el emplazamiento fue defectuoso, por lo 

que no se justifica la anotación de rebeldía. 

 Scotiabank, por su parte, argumenta que los apelantes no 

tienen legitimación activa para cuestionar el acuerdo transaccional 

que suscribieron con United Surety debido a que no formaron 

parte del mismo. En respuesta al segundo error sobre la violación 

al debido proceso de ley, añade que la parte apelante no logró 

colocar al Tribunal en posición de cuestionar la validez de los 

emplazamientos y la procedencia de la anotación y la sentencia en 

rebeldía.  

 Entre los documentos que la parte apelante incluyó en el 

apéndice del recurso, consta la declaración jurada en la que el 

Tribunal fundamentó la sentencia apelada. En ella el señor Bidot 

hizo constar bajo juramento, de manera escueta, que la alegada 

deuda de los codemandados es líquida, vencida y exigible; que las 

gestiones de cobro resultaron infructuosas y que la suma 

reclamada representa la diferencia entre lo reclamado y lo 

satisfecho por United Surety. Sin embargo, nada especificó sobre la 

alegada deuda de arbitrios por la cual Scotiabank reclama a 

Jaguar y Jadelva. Tampoco detalló la información sobre los pagos 

al Departamento de Hacienda que Scotiabank aseguró haber 

efectuado. Mucho menos particularizó la naturaleza de la 

obligación de cada uno de los codemandados para con esa deuda 

de arbitrios.2  

 No albergamos duda de que el Tribunal de Primera Instancia 

tiene amplia discreción para manejar los procedimientos y tomar 

las medidas necesarias para impartir justicia de forma diligente, lo 

que incluye el remedio de la anotación de rebeldía. Es por ello que, 

como norma general, las determinaciones de instancia se 

                                                 
2
 Por ejemplo, ni de las alegaciones de la demanda, ni de la declaración jurada se desprende la 

relación de la corporación “Euroboutique” con la deuda que Scotiabank reclamó mediante la 

demanda.  
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presumen correctas y merecen gran deferencia de nuestra parte. 

Ahora bien, a pesar de la deferencia debida, es preciso enfatizar 

que en los casos de cobro de dinero, es indispensable demostrar 

que la deuda reclamada es líquida, que está vencida y que es 

exigible contra quien se reclama. Es por ello que aun en el contexto 

del procedimiento sumario de cobro de dinero bajo la Regla 60 de 

Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R.60, el Tribunal Supremo 

ha resuelto que:  

[P]ara que un tribunal pueda dictar sentencia en rebeldía, 

tiene que no sólo cerciorarse que el demandado fue 
debidamente notificado y citado, sino también asegurarse, a 
base de la prueba aportada por el demandante, que éste 

tiene una reclamación en cobro de dinero contra el 
demandado que es líquida y exigible. En otras palabras, no 
puede descansar simplemente en las alegaciones, aunque 

éstas contengan hechos específicos y detallados sobre el 
particular. […] esto difiere sustancialmente de la 

sentencia en rebeldía dictada al amparo de los 
procedimientos ordinarios, donde se dan por admitidos 
los hechos bien alegados en la demanda, obviando así la 

necesidad de presentar prueba sobre éstos. (Énfasis 
nuestro). Asoc. Res. Colinas Metro v. S.L.G, 156 D.P.R. 88, 

99-100 (2002). 
 

 Por lo anterior, concluimos que la declaración jurada que 

presentó Scotiabank, por si sola, es insuficiente para satisfacer el 

estándar de prueba requerido en los casos de cobro de dinero, 

pues no precisa los pagos realizados al Departamento de Hacienda 

ni contiene detalles que permitan establecer la responsabilidad de 

cada uno de los codemandados con la deuda que reclama 

Scotiabank, por lo que no hay constancia de que la deuda sea 

exigible.  

IV 

 Por todo lo anterior, revocamos la sentencia del Tribunal de 

Primera Instancia y ordenamos la celebración de una vista en la 

que Scotiabank deberá presentar la evidencia necesaria para 

establecer que los codemandados le adeudan una suma líquida, 

vencida y exigible.  
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 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                  Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


